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Cuestionario “Reimaginar los servicios para hacer efectivo el derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad de las personas con discapacidades”

A: Objetivos y principios de política

1. ¿Cuáles son los principios y objetivos principales que rigen la prestación de servicios a las personas con discapacidades en su estado?

El artículo 5 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad (LGIPD) establece que los principios que deberán observar las políticas públicas para las personas con discapacidad son:

· La equidad;
· La justicia social;
· La igualdad de oportunidades;
· El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad;
· El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones y la independencia de las personas;
· La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;
· El respeto por la diferencia y la aceptación de la discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas;
· La accesibilidad;
· La no discriminación;
· La igualdad entre mujeres y hombres con discapacidad;
· La transversalidad

En cuanto a los objetivos que rigen la prestación de servicios para las personas con discapacidad (PCD), el artículo 35 de la LGIPD menciona que las dependencias y entidades del Gobierno Federal, los Gobiernos de las Entidades Federativas y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, así como las personas físicas o morales de los sectores social y privado que presten servicios a las personas con discapacidad tendrán los siguientes objetivos:

I. Difundir los derechos de las personas con discapacidad;
II. Promover convenios de colaboración y coordinación entre las instancias públicas y privadas nacionales e internacionales para el cumplimiento de la presente Ley;
III. Fortalecer los mecanismos de corresponsabilidad, solidaridad y subsidiariedad a favor de las personas con discapacidad;
IV. Impulsar programas y acciones para generar condiciones de igualdad y de equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad;
V. Promover entre los Poderes de la Unión y la sociedad civil acciones dirigidas a mejorar la condición social de la población con discapacidad;
VI. Promover que, en las políticas, programas o acciones, se impulse la toma de conciencia respecto de las capacidades, habilidades, aptitudes, méritos y aportaciones de las personas con discapacidad en todos los ámbitos, y
VII. Prestar servicios de atención a las personas con discapacidad con fundamento en los principios establecidos en la presente Ley.

Acceso a la información y protección de datos personales

Como parte de la estructura ampliada del Estado mexicano, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) es un órgano constitucional autónomo encargado de asegurar el cumplimiento de dos derechos humanos: el de acceso a la información y el de protección de datos personales.

El primero garantiza que cualquier autoridad en el ámbito federal, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos, fondos públicos y sindicato, o cualquier persona física o moral que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad, entregue la información pública que requiere la persona solicitante. 

El segundo garantiza el uso adecuado de los datos personales, así como el ejercicio y tutela de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición que toda persona tiene con respecto a su información.

Se sabe que afianzar el empoderamiento y el liderazgo de las personas con discapacidad, solo es posible en la medida en que se respete, proteja, garantice y promueva la garantía de los derechos humanos, como el acceso a la información que es una herramienta efectiva para lograr su participación e inclusión en todos los ámbitos; ejerciendo plenamente todos sus derechos humanos y libertades fundamentales, sin discriminación ni exclusión alguna.

De acuerdo con la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública:
· Es obligación de los organismos garantes otorgar las medidas pertinentes para asegurar el acceso a la información de todas las personas en igualdad de condiciones con las demás.
· En la generación, publicación y entrega de información se deberá garantizar que ésta sea accesible, confiable, verificable, veraz, oportuna y atenderá las necesidades del derecho de acceso a la información de toda persona.
· La información de obligaciones de transparencia deberá publicarse con perspectiva de género y discapacidad, cuando así corresponda a su naturaleza.
· El ejercicio del derecho de acceso a la información no estará condicionado a que el solicitante acredite interés alguno o justifique su utilización, ni podrá condicionarse el mismo por motivos de discapacidad.

De ahí la importancia de promover e implementar acciones tendientes a eliminar las brechas físicas, comunicacionales, normativas o de cualquier otro tipo que puedan obstaculizar a las personas con discapacidad el pleno ejercicio del derecho de acceso a la información.

Para febrero de 2016, el Pleno del INAI emitió el Acuerdo mediante el cual se aprueban los Lineamientos que los sujetos obligados deben seguir al momento de generar información, en un lenguaje sencillo, con accesibilidad y traducción a lenguas indígenas. El capítulo III de los Lineamientos establece que las Unidades de Transparencia deberán implementar, progresivamente y conforme a su previsiones, las medidas pertinentes para asegurar que el entorno físico de las instalaciones cuente con los ajustes razonables, con el objeto de proporcionar adecuada accesibilidad que otorgue las facilidades necesarias, así como establecer procedimientos para brindar asesoría y atención a las personas con discapacidad, a fin de que puedan consultar los sistemas que integran la Plataforma Nacional de Transparencia, presentar solicitudes de acceso a la información y facilitar su gestión e interponer los recursos que las leyes establezcan. 

Se observó que en el ACUERDO DEL CONSEJO NACIONAL DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, POR EL QUE SE EMITEN LOS CRITERIOS PARA QUE LOS SUJETOS OBLIGADOS GARANTICEN CONDICIONES DE ACCESIBILIDAD QUE PERMITAN EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS HUMANOS DE ACCESO A LA INFORMACIÓN Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES A GRUPOS VULNERABLES, se define a accesibilidad como el conjunto de medidas para asegurar que las personas en condiciones de vulnerabilidad puedan ejercer en forma independiente, los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales en igualdad de condiciones con las demás, sin que sea obstáculo para ello el entorno físico, la información, las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información, así como las telecomunicaciones y otros servicios e instalaciones abiertos al público o de uso general, tanto en zonas urbanas como rurales.

Los artículos Tercero y Cuarto de este acuerdo establecen que los sujetos obligados, deberán promover e implementar acciones tendientes a garantizar las condiciones de accesibilidad para que los grupos en situación de vulnerabilidad puedan ejercer, en igualdad de condiciones y sin discriminación alguna, los derechos de acceso a la información y protección de datos personales, con la finalidad de eliminar las brechas físicas, comunicacionales, normativas o de cualquier otro tipo que puedan obstaculizar el pleno ejercicio de los derechos humanos antes citados.

Toda vez que, los Criterios tienen el carácter de obligatorio para todos los sujetos obligados a los que se refiere la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Ley General), cuyo objeto es establecer los elementos que permitan identificar, implementar y promover acciones para que garanticen la participación e inclusión plena, en equidad e igualdad de condiciones y sin discriminación alguna, en el goce y ejercicio de los derechos humanos de acceso a la información y protección de datos personales a los grupos en situaciones de vulnerabilidad.

2. ¿Se han modificado estos principios y objetivos para tener en cuenta explícitamente el artículo 19 de la CDPD sobre el derecho a vivir de forma independiente y ser incluido en la comunidad (por ejemplo, personalización de los servicios, apoyo personal y humano, tecnología de asistencia, transporte accesible, acceso a la vivienda, expansión de los servicios basados en la comunidad, énfasis en el empoderamiento personal y la elección)?

La Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad prevé en distintos capítulos acciones para la promoción de la vida independiente de las personas con discapacidad, como condiciones de accesibilidad universal, transporte accesible, accesibilidad en la infraestructura pública, viviendas accesibles, telecomunicaciones accesibles; educación inclusiva y deporte accesible.

Los gobiernos locales de la Ciudad de México han desarrollado programas sociales de apoyo a cuidadores de personas con discapacidad. La alcaldía Iztapalapa tiene un programa de sistema público de cuidados cuyo objetivo es mejorar la calidad de vida de personas dependientes, personas con discapacidad, adultos mayores y cuidadoras; la alcaldía Cuauhtémoc cuenta con el programa de apoyo emergente para el reconocimiento de las personas cuidadoras en donde además de otorgarles una remuneración a las personas cuidadoras, se les proporciona cursos de capacitación para mejorar sus habilidades en materia de cuidados, contribuyendo a su  profesionalización.

Recientemente se reformó la Ley General de Salud en materia de Salud Mental y Adicciones con la intención de adecuar los principios que rigen la prestación de servicios médicos con el Artículo 19 de la CDPCD, en la cual establece el "consentimiento informado, que constituye el núcleo del derecho a la salud, tanto desde la perspectiva de la libertad individual como de las salvaguardas para el disfrute del mayor estándar de salud". De igual manera, el artículo 72 Bis especifica que el propósito último de los servicios de salud mental es la recuperación y el bienestar, el despliegue óptimo de sus potencialidades individuales para la convivencia, el trabajo y la recreación. La recuperación varía de persona a persona, de acuerdo con las preferencias individuales, significa el empoderamiento de la persona para poder tener una vida autónoma, superando o manejando el trauma. Otro de los elementos más importantes de dicha reforma es el artículo 74 que indica que para eliminar el modelo psiquiátrico asilar, no se deberán construir más hospitales monoespecializados, y los actuales hospitales psiquiátricos deberán, progresivamente, convertirse en centros ambulatorios o en hospitales generales dentro de la red integrada de servicios de salud, para así transitar del modelo de atención institucionalizado hacia uno que garantice el acceso y continuidad de la atención a la salud mental y de adicciones en servicios dentro de la comunidad.

En el tema de movilidad y transporte accesible para que las personas con discapacidad puedan llevar una vida autónoma, el artículo 4 de la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial menciona que uno de sus principios es la accesibilidad para garantizar el acceso pleno en igualdad de condiciones, con dignidad y autonomía a todas las personas al espacio público, así como el uso de ayudas técnicas y perros de asistencia, con especial atención a personas con discapacidad, movilidad limitada y grupos en situación de vulnerabilidad. 

El Sistema Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, otorga atención a personas de todas las edades con discapacidad auditiva en situación vulnerable, y les provee de los auxiliares auditivos que requieren. Asimismo, se incluyen terapias de audición y lenguaje en los Centros de rehabilitación de la institución cuando el caso lo amerita. Apoya también a personas con discapacidad visual, para su integración escolar, laboral y personal, de niños y adultos en situación vulnerable; se valora su pérdida visual y se les proporciona el lente de acuerdo a sus necesidades.

3. ¿Están estos objetivos directamente vinculados a imperativos políticos más amplios para garantizar que las personas con discapacidades puedan aprovechar significativamente su permanencia en la comunidad, como la oportunidad de empleo y educación, el acceso a la atención médica, la promoción de apoyos naturales o no remunerados o los activos comunitarios disponibles para los ciudadanos sin discapacidades? Si es así, ¿cómo?

Las políticas públicas enfocadas a la población con discapacidad no son excluyentes de las políticas generales del Estado Mexicano. Ante este contexto, La Secretaría del Trabajo y Prevención Social (STPS), dentro del marco de sus atribuciones ha desarrollado el Programa Nacional de Trabajo y Empleo (PNTEPD) para las Personas con Discapacidad 2021-2024 cuyas estrategias integrales permitirán proporcionar a las personas con discapacidad que buscan empleo, los aspectos necesarios para su capacitación e incorporación en el mercado laboral en igualdad de condiciones. En paralelo, se busca fortalecer la cultura de inclusión y no discriminación entre los sectores productivos.

Por otro lado, en el Plan Nacional de Desarrollo se prioriza el derecho a la salud para toda la población, en especial, con los que no cuentan con un servicio médico o protección social. Además, dicho plan pone atención en los tratamientos y terapias que hasta hace poco tiempo no eran accesibles para la mayoría de la población, incluidas las personas con discapacidad.

Otro objetivo que permitiría que las PCD puedan ser incluidas en la comunidad es el desarrollo de programas de educación con una visión incluyente y de igualdad sustantiva para que las personas con discapacidad desarrollen competencias laborales que favorezcan su inserción en el mercado laboral, y así poder disfrutar de una vida independiente.

Los órganos garantes buscan promover acciones que renueven la relación Estado-ciudadanía, a través del pleno ejercicio de los derechos humanos y el respeto a la dignidad humana. Tal responsabilidad adquiere una mayor relevancia cuando hablamos de promover, sensibilizar y defender los derechos humanos de las personas con discapacidad quienes —de manera reiterada— enfrentan barreras discriminatorias y manifestaciones de rechazo o exclusión que contribuyen a limitar su bienestar y desarrollo. 

Recordemos que México forma parte de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y, en consecuencia, conforme el artículo 4°, se compromete a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin discriminación alguna.  Asimismo, el Estado mexicano tiene la obligación de facilitar a las personas con discapacidad información dirigida al público en general, de manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad.

En este contexto, el acceso a la información pública y la transparencia cobran particular relevancia, pues fungen como instrumentos facilitadores para el ejercicio de otras prerrogativas (tanto al entorno social, como en el político y económico; pero también en el ámbito de la salud, la educación y el trabajo, entre muchos otros). Para reivindicar los derechos primero, las personas primero tienen que conocerlos. De tal manera, que no solo se trata de poder hacer efectivo a plenitud este derecho, sino también, dimensionar que con sus alcances se favorecen los principios de interdependencia y universalidad de los derechos humanos.


B: Prestación de servicios 

4. ¿Quién brinda principalmente servicios a personas con discapacidad? (Estado, gobierno local, proveedores privados encargados por el Estado, organizaciones religiosas, otros, ¿o una combinación? ¿Cómo ve que cambie esta combinación, si es que cambia, como resultado de Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU en su país?

Los apoyos y servicios que se otorgan a las personas con discapacidad en México se proporcionan a través de dependencias y entidades de la administración pública federal y estatales, así como de organizaciones de la sociedad civil y del sector privado.

La Secretaría de Bienestar del Gobierno Federal, opera el Programa Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, la cual tiene como objetivo: mejorar el nivel de ingreso monetario de los hogares de las personas con discapacidad permanente, de cero a 29 años de edad; personas 30 y hasta un día antes de cumplir los 65 años de edad, que habitan en municipios o localidades indígenas o afromexicanos o con alto o muy alto grado de marginación. 

Asimismo, los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), proporcionan servicios de salud y de rehabilitación a las personas con discapacidad de todas las edades y en diferentes municipios, a través de los Centro de Rehabilitación y Educación Especial (CREE); cuentan también con Centros Regionales de Rehabilitación Integral (CRRI) en los que se brinda atención integral de Medicina Física y Rehabilitación. Las Unidades Básicas de Rehabilitación (UBR) son unidades de atención de primer contacto para las personas con discapacidad y se encuentran distribuidas en los municipios de los estados y las alcaldías de la Ciudad de México, facilitando el acceso a servicios de rehabilitación.

Por otro lado, el Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada promueve y apoya, con la participación de los sectores público, privado y las comunidades, las acciones en favor de las personas y familias en situación de vulnerabilidad. Los gobiernos de los estados y de la Ciudad de México coordinan a través de las Juntas de Asistencia Privada (JAP) las actividades de asistencia social que realizan las Instituciones de Asistencia Privada (IAP).

La aplicación y ratificación que en su momento se hizo a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad no modificó la combinación que existe entre servicios provistos por el Gobierno y por la Iniciativa privada; no obstante, a partir de la ratificación de la Convención, se han ajustado y adaptados distintos servicios provistos por el Estado Mexicano en favor de las Personas con Discapacidad como la existencia de Estrategias de Educación Inclusiva.

5. ¿Quién paga principalmente por los servicios a las personas con discapacidad? (Estado, gobierno local, proveedores privados encargados por el Estado, organizaciones religiosas, otros, ¿o una combinación? ¿Cómo ve que cambie esta combinación, si es que cambia?

Los programas de apoyo y servicios que otorgan las dependencias y entidades de la administración pública tanto federal como las estatales a los grupos prioritarios en sus planes y programas, son financiados con los recursos asignados a cada una de ellas a través del ejercicio de programación-presupuestación anual, conforme a la normatividad jurídica aplicable.

Por su parte, las organizaciones civiles, instituciones de asistencia privada y otras organizaciones que participan en el otorgamiento de servicios de apoyo a las personas con discapacidad tienen sus propios esquemas de financiamiento y administración, mismos que deberán sujetarse a los ordenamientos jurídicos aplicables para dichos efectos.

6. Describa en general cómo se les paga a los proveedores comunitarios por los servicios que brindan (p. ej., a través de subvenciones generales, a través de financiamiento per cápita, en función de servicios específicos prestados u otros medios. ¿Qué cambios, si los hubiere, se anticipan con respecto a la metodología de pago actual?

En el caso de las dependencias y entidades de la administración pública, los pagos se realizan de acuerdo con las disposiciones establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y siempre que cuenten con la asignación presupuestaria correspondiente, establecida en el Presupuesto de Egresos de la Federación, aprobado para el ejercicio fiscal de que se trate.

En el caso de las organizaciones civiles y de asistencia privada, deberán aplicar las disposiciones que en materia de asistencia privada establezcan las entidades federativas y la Ciudad de México o conforme establezcan en sus lineamientos las Juntas de Asistencia Privada cuando se opere a través de ellas.

7. ¿De qué manera se comunican los principios y objetivos del servicio al sistema de servicios (p. ej., en leyes, normas de servicio, capacitación del personal, incentivos de financiamiento, medios para compensar/sancionar a los proveedores de servicios y/o para evaluar la calidad de los servicios?). Por favor describa.

El artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) establece que el Estado organizará un Sistema de planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. Como producto de este mandato, se consolida el Plan Nacional de Desarrollo (PND) como una herramienta programática que establece y orienta el trabajo de la administración pública durante un período de tiempo de 6 años.

En el Plan Nacional de Desarrollo se encuentran las directrices políticas, derivadas de un diagnóstico de la situación social y política del país, que marcarán las pautas, objetivos y metas del gobierno, siendo un elemento esencial para la planeación de políticas públicas, programas y acciones a nivel federal (cabe resaltar que cada entidad federativa cuenta con un plan de desarrollo) para impulsar el desarrollo social y económico del país; asimismo, en el PND, uno de los principios claves es lograr un crecimiento económico incluyente, es decir, priorizando acciones y políticas que favorezcan a la población de menor ingreso, a través de programas sociales que contribuyan a esta meta.

De acuerdo con el artículo 12 de la Ley de Planeación, las dependencias y entidades de la administración pública federal formarán parte del Sistema, a través de las unidades administrativas que tengan asignadas las funciones de planeación dentro de las propias dependencias y entidades.

Asimismo, en observancia al principio rector del Plan "No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera ", los programas sectoriales alineados al Plan Nacional de Desarrollo y con base en el análisis de brechas, rezagos o afectaciones relevantes, consideran entre sus objetivos las causas y principales consecuencias. Lo anterior con el propósito de priorizar la atención hacia aquellas personas o territorios que enfrentan de manera lacerante diversas desigualdades.

Por otra parte, de acuerdo con la Ley de Asistencia Social, las instituciones que integran el Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada, que son las Secretarías de: Salud, Bienestar, Educación Pública; el Sistema Nacional, los sistemas estatales y de la Ciudad de México (CDMX) y los sistemas municipales para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), las instituciones de asistencia privada legalmente constituidas, las Juntas de Asistencia Privada y los institutos que coordinan la política nacional de los grupos vulnerables y prioritarios, tales como los de las personas con discapacidad, personas adultas mayores, el indigenista, el de la juventud y el de las mujeres, entre otros, son los responsables de promover y apoyar las acciones en favor de las personas y familias que por sus condiciones físicas, mentales, jurídicas, económicas o sociales, requieran de servicios especializados para su protección y su plena integración al bienestar.

8. ¿Qué nuevos servicios, incluidos los destinados a apoyar a las familias, se han añadido a la gama de servicios disponibles para promover principios compatibles con el Artículo 19?

Acceso a la información

El Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, en el marco de los artículos 56 al 59 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 40 del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, dio a conocer, a través del micrositio https://micrositios.inai.org.mx/gobiernoabierto/, diversos proyectos que impulsa en las materias de Gobierno Abierto y Transparencia Proactiva.

Para ampliar la difusión de las audiencias a personas que cuenten con alguna discapacidad visual, auditiva, motriz y cognitiva (y esto no les sea un impedimento para que puedan consultar la información del micrositio) se han realizado acciones orientadas al mejoramiento de su accesibilidad.

Lo anterior, considerando que la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de la que México es parte, señala en su Artículo 9º que los Estados Partes estamos obligados a adoptar aquellas medidas necesarias para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás a (i) la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones incluyendo el internet, así como a (ii) que la información proporcionada por internet, esté en formatos accesibles paras las personas con discapacidad.

Aunado a ello, la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión en su Artículo 201 señala que los portales de Internet de las dependencias de la Administración Pública Federal, así como de organismos públicos descentralizados, empresas de participación estatal, del Congreso de la Unión, del Poder Judicial de la Federación, de los órganos constitucionales autónomos; así como de las dependencias de la Administración Pública, de los poderes legislativo y judicial de las entidades federativas y la Ciudad de México deberán contar con funciones de accesibilidad para personas con discapacidad.

Ahora bien, la Alianza para el Gobierno abierto y los Objetivos de Desarrollo Sostenible han determinado que “no dejar a nadie atrás” es indispensable para cumplir con las metas planteadas en estos acuerdos multilaterales y en nuestros Planes de Acción Nacionales. Además, en coordinación la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, el INAI, Presentó la Guía “Buenas prácticas para formatos de información y comunicación accesibles.

Por otro lado, el Gobierno de México, a través de la Secretaría de Bienestar, está implementado el Programa de Apoyo para la Rehabilitación e Inclusión para el Bienestar de Niñas y Niños con Discapacidad, que atenderá a personas de cero a 17 años de edad. Con ello se busca contribuir al bienestar de las personas con discapacidad y que ejerzan su derecho a una vida digna y a la rehabilitación, consagradas como derechos en la convención de la Organización de las Naciones Unidas sobre el tema. Con el subsidio del gobierno federal a los Centros de Rehabilitación Infantil Teletón México (CRIT), 20 mil niños y niñas con discapacidad y en pobreza recibirán servicios de rehabilitación en los CRIT. Cabe resaltar, que la Secretaría de Bienestar es la encargada, por parte del gobierno federal, de supervisar dicho programa.

Programa de Servicios de Asistencia Social Integral
El Programa de Servicios de Asistencia Social Integral, a cargo del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (SNDIF), constituye uno de los instrumentos para contribuir a la atención de las necesidades de la población sujeta de asistencia social, a través de la operación de cuatro componentes:
I. Centros de Asistencia Social a Niñas, Niños y Adolescentes y Centros Gerontológicos.
II. Centros de Rehabilitación.
III. Campamentos Recreativos.
IV. Centro Nacional Modelo de Atención, Integración y Capacitación para el Desarrollo Comunitario.

Este programa tiene el objetivo de proporcionar servicios de rehabilitación integral a través de Centros y Unidades de Rehabilitación mediante la prestación de consultas médicas y paramédicas especializadas, terapia física, terapia ocupacional y terapia de lenguaje, órtesis, prótesis, inclusión educativa y laboral a personas que presentan limitaciones en sus actividades cotidianas o tienen alguna discapacidad.

El SNDIF cuenta con tres niveles de atención, los cuales agrupan especialidades para la rehabilitación e inclusión social de las personas con discapacidad, dependiendo sus necesidades individuales.

	Centro de rehabilitación
	Nivel te Atención
	Especialidades
	Servicios

	Centro de rehabilitación y educación especial
	Tercero
	Medicina de rehabilitación
- Comunicación humana
- Ortopedia y traumatología 
- Neurología
- Oftalmología
	Enfermería, trabajo social, psicología, pedagogía, consejería, terapia física, terapia ocupacional, terapia de lenguaje, radiología, electromiografía. electroencefalograma. potenciales evocados, audiometría, órtesis y prótesis, estimulación múltiple, temprana. inclusión laboral e inclusión educativa

	Centros de rehabilitación
	Segundo
	Medicina de rehabilitación.
- Comunicación humana.
- Ortopedia y traumatología
	Enfermería, trabajo social, psicología, pedagogía, terapia física, terapia ocupacional. terapia de lenguaje, rayos X, electromiografía, encefalografía, potenciales evocados, órtesis y prótesis, inclusión laboral e inclusión educativa.


	Unidades básica de rehabilitación
	Primero
	- Referencia a unidades de segundo y tercer nivel de atención.
- Contrareferencia para recibir tratamiento en su comunidad.
	Terapia física, terapia ocupacional. pláticas de atención y prevención de la discapacidad



Cabe resaltar que en la atención de las PCD el SNDIF cuenta con equipos de trabajo multidisciplinarios en donde participan médicos, trabajadores sociales, psicólogos, abogados y especialistas para la atención personalizada de las personas que así lo requieran y acudan a los centros de salud del SNDIF.

Programa de Atención a Personas con Discapacidad
El SNDIF implementa el Programa de Atención a Personas con Discapacidad con el objetivo de contribuir a que cuenten con medios para fortalecer su inclusión social, así como fomentar la ejecución de obras y/o acciones enfocadas a que las Personas con Discapacidad cuenten con medios que fortalezcan su inclusión social, a través de la instrumentación de Proyectos. 

Principales acciones:
Acciones en salud para la atención a Personas con Discapacidad:
· Las destinadas a la adquisición de ayudas funcionales y equipo relacionado con la rehabilitación e inclusión de las personas con discapacidad: aquellos instrumentos dispositivos o herramientas que permiten, a las personas que presentan una discapacidad permanente o en riesgo potencial de presentarla, realizar actividades que sin dicha ayuda no podrían ser llevadas a cabo o requerirían de un mayor esfuerzo para su realización
· Todas las destinadas y orientadas a promover la salud y prevenir la discapacidad: acciones para promover los servicios de salud sexual y reproductiva considerando la pertinencia cultural, así como para campañas de educación y capacitación en el á rea de promoción de la salud sexual y reproductiva, sexualidad saludable y derechos sexuales y reproductivos de personas con discapacidad; con énfasis en niñas, niños, adolescentes y mujeres con  discapacidad; dirigidos tanto a población con discapacidad , como a familiares y personas cuidadoras, considerando la pertinencia cultural.

Acciones de infraestructura y equipamiento para la atención de las Personas con Discapacidad:
· Todas las de remodelación de infraestructura de centros y unidades de atención y rehabilitación para personas con discapacidad: rampas, adaptación de baños, bardas, muros, estacionamientos, accesos, banquetas, señalizaciones nacionales e internacionales, elevadores, circulaciones verticales y horizontales, vestidores, puertas, barandales, rutas libres de obstáculos, letreros táctiles, escaleras, jardineras, muretes, rejas, comedores , regaderas y vestidores , barras de apoyo horizontal, retretes y sanitaria.
· Todas las de construcción de infraestructura para las personas con discapacidad: construcción de espacios con accesibilidad. 
· Todas las de operación y equipamiento de Centros, Instituciones y Unidades Básicas de Rehabilitación para la atención de las personas con discapacidad: adquisición de mobiliario especial y equipo médico y paramédico para la atención de las personas con discapacidad.

Acciones de desarrollo para la inclusión laboral, educativa y social de las Personas con Discapacidad:
· Acciones encaminadas para la inclusión laboral de las personas con discapacidad: cursos y talleres de capacitación laboral.
· Acciones encaminadas a apoyar el desarrollo educativo, cultural, recreación, deporte y arte: becas deportivas para la participación en competencias nacionales e internacionales, así como la adquisición de equipo y material para personas con discapacidad.
· Todas aquellas orientadas y encaminadas a su desarrollo social integral: apoyo a programas de desarrollo social. 


9. ¿Qué prácticas, si las hubiere, se han adoptado/alentado para promover un mayor uso de la tecnología para personalizar el apoyo a las personas con discapacidad	(p. ej., telemedicina, monitoreo remoto, comunicación adaptativa, inteligencia artificial, etc.)?

A nivel federal, el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), que es la institución pública de salud y seguridad social más grande del país, tiene en su página electrónica un menú de accesibilidad que permite elegir la opción de usar un lector de pantalla, navegar con el teclado, cambiar el contraste de color, cambiar la escala de grises, elemento de detección de movimiento, ampliar la pantalla y añadir una capa de ayuda.

Asimismo, todas las páginas electrónicas de las dependencias y entidades que conforman la Administración Pública Federal Centralizada y Paraestatal tienen la herramienta de accesibilidad que brinda un menú con las opciones descritas en el párrafo anterior, más la posibilidad de elegir una guía de lectura.

Por otra parte, el sitio oficial de la Cámara de Diputados ofrece una opción de acceso para personas con discapacidad para consultar la información disponible en la página de internet.

En cuanto a organismos constitucionales autónomos, el INAI y el Instituto Nacional Electoral (INE), ofrecen en su respectiva página de internet la opción de accesibilidad para personas con discapacidad con seis opciones de solución de navegación para discapacidad: visual, motora, lenguaje, discapacidad auditiva, detección sensible y compatibilidad con lector de pantalla.

A su vez, el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), ofrece en su página de internet opciones de accesibilidad para personas con alguna discapacidad visual y auditiva.

Actualmente en la Cámara de Diputados del Poder Legislativo se está discutiendo la iniciativa para expedir la Ley de Salud Digital que estará basada en los principios de accesibilidad, calidad de la atención médica, confidencialidad, escalabilidad, interoperabilidad,	privacidad, seguridad de la información y protección de datos, replicabilidad, transparencia y universalidad. El objetivo de la iniciativa es regular la adquisición de tecnología y su implementación en el sistema de salud para prevenir y tratar de enfermedades, así como recibir atención médica a distancia.

Por otra parte, con el uso de la tecnología y el trabajo coordinado con los Centros de Rehabilitación de todo el país, el SNDIF puso en marcha el servicio de Tele-rehabilitación, alojado en la página institucional, para apoyar a las personas que no pueden desplazarse para recibir terapia, a fin de minimizar riesgos de contagio y fortalecer las acciones de rehabilitación durante la contingencia sanitaria por el COVID-19 en México.

Algunas de las áreas de atención que se abordan en este espacio son:
· Rehabilitación Ortopédica: Ejercicios y programas enfocados a situaciones donde se afecte la postura, articulaciones, músculos, huesos o ligamentos.
· Rehabilitación Pediátrica: Para atender alteraciones y trastornos de origen cognitivo, lingüístico, conductual, físico y sensorial que afectan el desarrollo; se ofrece estimulación temprana, ejercicios y actividades para niñas y niños de 1a12 meses, de 1 a 3 años, de 3 a 6 y para todas las edades, terapia de lenguaje, madres y padres de familia y control de esfínteres.
· Lesiones Nerviosas Periféricas: Ejercicios para alteraciones sensoriales y motrices de un segmento corporal, como parálisis facial o ejercicios para el túnel del carpo.
· Terapia Ocupacional: Guías para optimizar el desempeño de las actividades de la vida diaria.
· Geriátrica/Neurológica: Ejercicios y actividades orientados a alteraciones del equilibrio, fuerza, coordinación, movimiento de adultos y personas adultas mayores, así como pacientes con diabetes mellitus e hipertensión.
· Salud Dental: Estrategias de prevención y cuidado dental, asesoría a personas adultas mayores y usuarios con prótesis dentales.
· Psicología: Recursos y estrategias para la orientación emocional y conductual, destinado a madres y padres de familia.
· Covid-19: Orientaciones para personas con discapacidad y su entorno social, por ejemplo; la desinfección de sillas de ruedas y recomendaciones para pacientes en fase de recuperación.
· Discapacidad Visual: Programa para ciegos y baja visión, así como orientación y movilidad.
· Discapacidad Auditiva: Estrategias de apoyo para atender a niñas y niños con hipoacusias o sordera.

Como parte de la puesta en marcha del SISAI 2.0 se han realizado múltiples esfuerzos para poner al servicio de todas las personas un nuevo sistema de solicitudes de información y protección de datos. En ese sentido, la PLATAFORMA NACIONAL DE TRANSPARENCIA incorpora un apartado con medidas de accesibilidad que permite que las personas con discapacidad visual, motora o auditiva puedan utilizar y acceder a los servicios que ofrece este repositorio digital.[footnoteRef:1] [1:  https://plataformadetransparencia.inklusion.incluirt.com/web/guest/home ] 


Al respecto, destaca la puesta en marcha de la Herramienta INTEGRA-2 para accesibilidad de personas con discapacidad que busca que la mayoría de portales electrónicos de las instituciones públicas del país, a nivel municipal, estatal y federal, cuenten con la función de accesibilidad web, sin que ello represente un costo, ni gastos de inversión, mediante la distribución gratuita de un software compatible con el 99% de sistemas electrónicos que actualmente utilizan, para que las personas con alguna discapacidad auditiva, manual, dislexia, presbicia, deuteranopia, tritanopia, daltonismo, problemas o discapacidades visuales y cognitivas, puedan acceder a los contenidos, se les facilite el acceso o navegación en los portales web de las instituciones públicas de la República Mexicana

Ello permitirá que las personas que viven en nuestro país y particularmente aquellas que tienen algún problema visual, auditivo o cognitivo, puedan consultar portales de transparencia, de acceso a la información pública y de protección de datos personales y, con ello, reducir las brechas digitales, toda vez que se parte del reconocimiento de que no todas las personas pueden acceder a los beneficios que producen los desarrollos tecnológicos, lo que limita el goce de los derechos que tutela el INAI. 

[bookmark: _Hlk87370914]Ahora bien, el micrositio de gobierno abierto tiene un complemento o plug-in, consistente en una aplicación o programa que se activa para agregar a dicho micrositio funciones de accesibilidad. Para mejorar dichas funciones y acercarse más a lo establecido Estándar internacional Web Content Accessibility Guidelines 2.1, se encuentra en proceso un proyecto de incorporación de mayores elementos de accesibilidad al micrositio de Gobierno Abierto: https://micrositios.inai.org.mx/gobiernoabierto/ y con ello, dar a conocer su contenido a una audiencia más amplia de personas con alguna discapacidad.

Por otro lado, el INAI ha impulsado una política integral en materia de transparencia proactiva que busca, entre otros objetivos, facilitar la identificación, recopilación, organización, publicación y difusión de información de calidad, procurando su accesibilidad, que tome en cuenta las características de los distintos sectores de la sociedad (entre los que destacan grupos vulnerables como personas con discapacidad, migrantes, estudiantes, personas de la tercera edad, entre otros), mediante la incorporación de mecanismos de participación ciudadana.

A través del desarrollo de acciones en la materia y el acompañamiento especializado a sujetos obligados, el INAI ha buscado incidir en la construcción de contenidos que respondan a demandas o necesidades ciudadanas de información, privilegiando la implementación de esquemas de publicación que favorezcan el ejercicio del derecho de acceso a la información, en una vertiente proactiva, por parte de sectores vulnerables de la sociedad. 

Como otra herramienta tenemos al Plan Nacional de Socialización del Derecho de Acceso a la Información (PlanDAI) es una política pública nacional del Sistema Nacional de Transparencia que, a través de la socialización del derecho y del aprovechamiento de la información pública en la población, principalmente en grupos sociales en situación de vulnerabilidad, busca contribuir a la inclusión y a la reducción de la brecha de desigualdad en el ejercicio de otros derechos fundamentales.

Es un mecanismo que detona respuestas concretas a problemáticas que sufren personas con discapacidad, y que se orientan a eliminar barreras estructurales para mejorar sus condiciones de vida. Además, ayuda a incrementar el aprovechamiento de la información por parte de la población y, específicamente, a posibilitar que el derecho de acceso a la información se encuentre al alcance de toda persona, propiciando su ejercicio estratégico y el uso de la información pública para alcanzar objetivos concretos, logrando con ello, que las personas hagan de este derecho un recurso valioso que les permita incidir en su vida cotidiana.


10. ¿De qué manera se reconoce y apoya a los cuidadores (p. ej., miembros de la familia, otros cuidadores informales)?

La forma en que los cuidadores de personas con discapacidad son reconocidos y apoyados en México es a través de estímulos económicos que provienen de programas sociales específicos en cada localidad. Por ejemplo, el estado de Sonora tiene el programa de "Cuidar a quien cuida" y su objetivo es reconocer la labor de las personas que se dedican a brindar cuidados al menos a un familiar con alguna discapacidad permanente, neurodivergencia o cáncer mediante el otorgamiento de una transferencia monetaria que les permita disminuir las actuales carencias sociales, comenzando a visibilizar una política de cuidados en el desarrollo social de Sonora. Los apoyos que contempla el programa son de dos tipos: transferencia monetaria entregada bimestralmente a la persona responsable de los cuidados y talleres y acciones de capacitación para desarrollo de capacidades, orientación psicológica o legal, así como para el fomento a la cohesión social.


13. En algunas estructuras de apoyo a la discapacidad, los usuarios de los servicios o las familias tienen un presupuesto asignado que se transfiere para que tengan control sobre cómo se utilizan los fondos para comprar los apoyos por discapacidad elegibles. ¿Tiene o prevé una política de devolución de presupuestos al usuario del servicio? Describa.

Las personas con discapacidad cuentan con el programa de Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente. El programa de pensión tiene como objetivo mejorar el nivel de ingreso monetario de los hogares de las personas mexicanas con discapacidad permanente.

En las reglas de operación del programa, específicamente en el número 9.2, indica que la Contraloría Social implica actividades de monitoreo y vigilancia sobre el cumplimiento de los objetivos y metas de este programa, así como la correcta aplicación de los recursos públicos asignados. Lo anterior, con la finalidad de fortalecer los mecanismos de participación ciudadana que contribuya con la prevención y combate a la corrupción, las personas derechohabientes de programas federales de desarrollo social, de manera libre y voluntaria, podrán llevar a cabo actividades de contraloría social.

14. Si los presupuestos se delegan al usuario, ¿qué tipo de apoyos están disponibles para ayudarlos, ¿cómo se minimizan las tareas administrativas y se le da al individuo amplia discreción sobre cómo se gastan los fondos?

El SNDIF coordina el Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada que es el sistema de servicios de asistencia social que brindan la Federación, los Estados, los Municipios y los sectores social y privado. En este sentido, los usuarios que reciben la Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad pueden acudir de manera presencial a los centros SNDIF o, en su defecto, ingresar al portal https://dnias.dif.gob.mx/instituciones para solicitar información de las organizaciones de la sociedad civil  que  prestan  algún  tipo  de servicio, y  tiene  convenios   firmados   con  el  organismo.

Los usuarios o las familias de las personas que reciben la pensión, pueden acudir a cualquier organización para, de acuerdo a sus necesidades, solicitar algún tipo de servicio. Los usuarios reciben orientación por parte de las autoridades del SNDIF y de las mismas organizaciones para poder elegir el servicio (prevención, rehabilitación, terapia y habilitación de discapacidad) teniendo los usuarios la libertad en todo el proceso para hacer uso de los recursos que se les otorga por medio de la pensión.

En cuanto al programa federal de la Pensión para el Bienestar de las Personas con Discapacidad Permanente, la dispersión de recursos se hace por medio de trasferencias electrónicas y no electrónicas, los derechohabientes pueden hacer uso de esos recursos como ellos prefieran, teniendo la opción entre gastarlos en bienes o servicios.

C. Monitoreo y Supervisión

17. Describa los tipos de datos que recopila sobre personas con discapacidades que reciben servicios (p. ej., cantidad de usuarios de servicios, tipos de discapacidad, utilización de servicios, costos por persona, resultados de calidad de vida, resultados de salud, incidencia de abuso, negligencia y explotación). ¿Estos datos se recopilan y notifican solo en forma agregada o pueden desagregarse por persona?

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) en su banco de datos cuenta con los siguientes indicadores de personas con discapacidad:

· Indicador de población con discapacidad: población con discapacidad femenina y masculina
· Población con discapacidad por entidad federativa
· Población con discapacidad por rango de edad
· Población con discapacidad, con limitación y con algún problema o condición mental
· Condición de afiliación a servicios de salud por entidad federativa de las PCD
· Tipo de discapacidad

Durante el periodo comprendido del 13 de junio de 2003 al 15 de septiembre de 2022, los Sujetos Obligados del Orden Federal han recibido 10, 688 solicitudes de información relacionadas con el tema “Personas con Discapacidad”, con el desglose siguiente:
· 8,845 solicitudes fueron en materia de acceso a la información.
· 1,843 solicitudes fueron en la vertiente de datos personales.

En lo que va del presente año (con corte al 15 de septiembre), se registran 989 solicitudes de información relacionadas sobre el tema “Personas con Discapacidad.

Durante el periodo comprendido de 2003 a 2014, los sujetos obligados del orden federal recibieron 2,613 solicitudes de información relacionadas con el tema “Personas con Discapacidad”. Posteriormente, en el periodo comprendido de 2015 a 2022 (con corte al 15 de septiembre) se recibieron 8,075 solicitudes de información sobre el mismo tema, lo cual significa que en los últimos siete años se recibieron 5,462 más solicitudes que en un periodo de once años. 
· Hasta el momento, el año 2020 se coloca como el periodo en el que se registró el máximo histórico de número de solicitudes de información relacionadas con el tema “Personas con Discapacidad”, con un total de 1,597 solicitudes.

18. ¿Cómo hace cumplir los estándares que se aplican a los proveedores de servicios (leyes, estándares, incentivos)? ¿En qué se centran principalmente estos estándares? ¿Cómo se miden?

El artículo 8° de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, menciona que la Secretaría de Economía dictará las reglas que deban observar las dependencias y entidades, derivadas de programas que tengan por objeto promover la participación de las empresas nacionales, especialmente de las micro, pequeñas y medianas. Adicionalmente, las dependencias y entidades deberán diseñar y ejecutar programas de desarrollo de proveedores de micro, pequeñas y medianas empresas nacionales para generar cadenas de proveeduría respecto de bienes y servicios que liciten regularmente.

Asimismo, el artículo 9° de la Ley citada específica que, en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios, los titulares de las dependencias y los órganos de gobierno de las entidades serán los responsables de que, en la adopción e instrumentación de las acciones que deban llevar a cabo en cumplimiento de la Ley, se observen criterios que promuevan la modernización y desarrollo administrativo, la descentralización de funciones y la efectiva delegación de facultades.

Ahora bien, en el Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, en el artículo 27 indica que las requisiciones que formule el área requirente para adquirir o arrendar bienes, deberán indicar la no existencia de bienes de las mismas características o, en su caso, el nivel de inventario de los mismos que haga necesario adquirir o arrendar dichos bienes. Las áreas de cada dependencia, por ley, realizarán una investigación de mercado para contratar algún bien o servicio.

En cuanto a los estándares, la Secretaría de la Función Pública, como responsable de la administración del registro único de proveedores, tiene la función, entre otras, de definir estándares y procedimientos de calidad y seguridad de la información contenida en el registro (CompraNET), que garanticen su inalterabilidad y conservación. Es importante señalar que debido a que cada dependencia u organismo público tiene dentro de su estructura un área responsable de las adquisiciones de bienes o servicios, los lineamientos y mediciones de estándares cambian conforme a las necesidades y objetivos de cada dependencia.

19. ¿Sus normas de cumplimiento permiten descalificar a aquellos proveedores que incumplen las normas para competir por el futuro apoyo del Estado?

El artículo 59 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público menciona que los licitantes o proveedores que infrinjan las disposiciones de esta Ley, serán sancionados por la Secretaría de la Función Pública con multa equivalente a la cantidad de cincuenta hasta mil veces el salario mínimo general vigente en la Ciudad de México elevado al mes, en la fecha de la infracción.

De la misma manera, el artículo 60 prevé que cuando por alguna de las razones que hace referencia la ley, se inhabiliten a algunos de los licitantes, la inhabilitación que se imponga no será menor de tres meses ni mayor de cinco años, plazo que comenzará a contarse a partir del día siguiente a la fecha en que la Secretaría de la Función Pública la haga del conocimiento de las dependencias y entidades , mediante la publicación de la circular respectiva en el Diario Oficial de la Federación y en CompraNET (plataforma de compras de la administración pública).


D. Reformar el mercado/Desafíos y oportunidades

20. Describa los principales desafíos que enfrenta al esforzarse por reformar su sistema de servicios y apoyos para personas con discapacidad. Las barreras pueden incluir escasez de mano de obra, recursos inadecuados, falta de conocimiento y capacitación, infraestructura débil y/o historial de institucionalización.

Actualmente, existe una reforma para crear un Sistema Nacional de Cuidados con el objetivo de garantizar a todas las personas el acceso y disfrute del derecho a los cuidados con base en el principio de corresponsabilidad entre mujeres y hombres. Con esta iniciativa de ley, se pretende establecer un instrumento de coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, a fin de diseñar las políticas públicas, programas e instrumentos en la materia.

Sin embargo, existen retos y barreras que México enfrenta para constituir un sistema de cuidados (servicios) dirigido a las personas con discapacidad, cuidadores y adultos mayores, que a continuación se mencionan:

· Articular los programas sociales en materia de cuidados que implementan diferentes dependencias del gobierno (principalmente los tres pilares de la seguridad social salud, educación y trabajo) por su cuenta, bajo distintos parámetros y objetivos en una misma estrategia para crear un sistema nacional;
· Restricción presupuestaria: para el año 2021 el presupuesto público destinado al área de cuidados fue de 24 mil 39.8 millones de pesos (mdp) equivalente a 0.4% del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) y 0.1% del Producto Interno Bruto (PIB). Sin embargo, según estimaciones de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) y ONU Mujeres la inversión para crear un sistema de cuidados a nivel nacional es de 1.16% del PIB[footnoteRef:2] [2:  Información obtenida en: https://ciep.mx/gasto-publico-para-un-sistema-nacional-de-cuidados/ ] 

· Aunque recientemente se reconoció en el artículo 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) el derecho de ser cuidado, y teniendo en cuenta que en la Constitución Política de la Ciudad de México también está reconocido este derecho, aún es necesario que los congresos estatales legislen en concordancia de los esfuerzos que se están haciendo a nivel federal.
· Por último, uno de los principales retos es legislar para poner fin a las políticas públicas que institucionalizan a las PCD. Aunque la reciente reforma a la Ley General de Salud en materia de salud mental y adicciones limita las inversiones con dinero público en hospitales monoespecializados, aún es necesario que se legisle en este sentido en las entidades federativas.

Por otro lado, desde el ámbito legislativo se ha identificado que en ocasiones se imposibilita el ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con  discapacidad cuando se encuentran realizando un trámite o servicio. Para el caso del poder judicial, existen quejas en contra de servidores públicos de la rama judicial; jueces, ministerios públicos, por limitar el actuar de las personas con discapacidad sin realizar una valoración adecuada a los procedimientos que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha proviso para ello. (El Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que involucren derechos de personas con discapacidad, se encuentra disponible para consulta en https://www.scjn.gob.mx/registro/formulario/protocolo-personas-discapacidad).

La prestación de bienes, servicios y apoyos para las personas con algún tipo de discapacidad ha adquirido nuevos desafíos, como consecuencia del impacto y adopción cada vez más creciente de nuevas tecnologías y herramientas digitales al interior de las organizaciones gubernamentales, así como la prevalencia de una brecha digital que requiere la generación de competencias y habilidades suficientes para que todas las personas puedan utilizar tales instrumentos a plenitud. 

En esta era digital, algunos de los principales desafíos para avanzar en la transformación de los servicios que son prestados a las personas con discapacidad podrían agruparse en cuando menos cuatro grandes rubros:

1. ASPECTOS TECNOLÓGICOS: que incluyen aquellos elementos necesarios para el desarrollo de las plataformas digitales, incluyendo el uso de software y dispositivos tecnológicos, que no solo contemplen las características y/o necesidades de las personas con discapacidad, sino también incorporen criterios de accesibilidad, usabilidad y aprovechamiento de la información por parte de este sector de la población, evitando sesgos de programación que reproduzcan los prejuicios o estereotipos que les han relegado históricamente.  
2. ASPECTOS NORMATIVOS: la ausencia o fragmentación de disposiciones legislativas que establezcan la obligación o el deber de adoptar medidas de accesibilidad para que los contenidos e información dirigida a las personas con discapacidad sean claros, sencillos y comprensibles.  
3. ASPECTOS ECONÓMICOS: la generación y adopción de nuevos esquemas para prestar bienes y servicios hacía las personas con discapacidad requiere de una fuente de financiamiento y mecanismos que aseguren su sostenibilidad de manera que el costo asociado con su adopción no supere las previsiones presupuestales de los sujetos obligados que incorporan este tipo de infraestructura.
4. ASPECTOS FORMATIVOS/DE CAPACITACIÓN: la reforma del sistema de servicios y apoyos para personas con discapacidades también requiere de una estrategia de conocimiento y capacitación orientada a mejorar las vías para que tanto las personas servidoras públicas como las personas con discapacidad conozcan, aprovechen y se apropien de estas herramientas para incidir y mejorar sus condiciones de vida y la de sus comunidades. Además, una de las principales barreras que sufren las personas con discapacidad para el ejercicio de los derechos de acceso a la información y protección de datos personales, atañe al personal que diseña y ejecuta las políticas, debido a su falta de información y sensibilización acerca de las características, los tipos y las necesidades reales de esta población, las estrategias no se adecuan las características e idiosincrasia de este tipo de grupo poblacional

21. ¿Cómo está la pandemia de COVID-19 y sus consecuencias remodelando el mercado de prestación de servicios? Explique en términos de cambios en las expectativas de servicio entre los destinatarios del servicio y en relación con los impactos en los servicios disponibles.

En el ámbito del sector público no aplica el comportamiento del mercado como tal, ya que los servicios médicos que otorga se rigen por el principio de gratuidad; de acuerdo con el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) toda persona tiene derecho a la protección de la salud; de igual manera, el artículo 35 de la Ley General de Salud establece que son servicios públicos de salud los que se prestan en establecimientos públicos a la población en general y se rigen por criterios de universalidad , igualdad e inclusión y de gratuidad y  consideran también los medicamentos y demás insumos asociados a la atención médica.

De acuerdo con datos del INEGI, el Producto Interno Bruto Ampliado (PIBA) del sector salud, (que agrega el valor del trabajo no remunerado de los hogares que destinan a las actividades de prevención, curación y mantenimiento de la salud), para 2020, fue de 1.5 billones de pesos, lo que equivale al 6.5% del PIB nacional, participación que contrasta con la de 5.6% en el 2019, año anterior a la pandemia por COVID-19.

Es de destacar que el sector público mantuvo su participación en los servicios de salud con 38.3% mientras que el sector privado pasó de 35.4% en 2019 a 33.0% en 2020 y el trabajo no remunerado en cuidados de salud pasó de 26.3% a 28.7% en el mismo periodo. Se observa que en los hogares recayó gran parte de los cuidados de salud, lo que se explica por las medidas de confinamiento para enfrentar la pandemia. (Cuenta satélite del sector salud en México 2020 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/boletines/2021/saludsat/saludsat.pdf) 

Como parte del plan de respuesta ante la epidemia por COVID-19, instituciones de todo el sector iniciaron de manera temprana un proceso de reconversión hospitalaria con base en lineamientos publicados el 5 de abril del 2020 que también incluyó la reprogramación de procedimientos electivos y la ampliación de camas de hospitalización para pacientes con infección respiratoria aguda grave (IRAG) tanto críticos (requerimientos de ventilación mecánica) como no críticos, lo que ha permitido brindar atención hospitalaria a las personas con IRAG que lo han requerido.

Consecuentemente, al disminuir  la incidencia de COVID-19 y otros parámetros incluidos en el semáforo en las entidades federativas del país, se promueve de manera ordenada la reapertura de las unidades de atención médica en todos los niveles, para reiniciar la prestación de servicios médicos para padecimientos no relacionados con la COVID-19; con acciones concretas que permitan la continuidad de operaciones, así como el fortalecimiento de las medidas de prevención y control de enfermedades, exhortando a que la reanudación de las mismas, sea en un marco de no discriminación  y manteniendo como eje central la promoción de la salud para la atención a todos los usuarios, sin disminuir la capacidad de respuesta para los pacientes sospechosos o confirmados por COVID-192[footnoteRef:3]. [3:  Información obtenida en: (Guía de Continuidad de operaciones para el Acceso con Oportunidad a los Servicios de Salud en las Unidades Médicas de la Administración Pública Federal https://coronavirus.gob.mx/wp-content/uploads/2021/03/Guia_Continuidad_Op_Acceso_SS_UM_APF_V_2.0.pdf) ] 


22. ¿Busca proactivamente nuevos tipos de proveedores de servicios con nuevos modelos comerciales que enfaticen las prácticas centradas en la persona?

Dado que la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público señala que cada dependencia gubernamental tendrá un área responsable de la contratación de proveedores de servicios, los objetivos y modelos varían dependiendo de las necesidades de los contratantes. Sin embargo, el marco normativo (artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) señala que los principios que privilegia la licitación pública son los siguientes:

· EFICIENCIA: se refiere a alcanzar los fines propuestos con el uso más racional posible de los medios existentes, es decir, obtener el fin a l menor costo posible.
· EFICACIA: es la capacidad para lograr los objetivos y metas programadas, con los recursos disponibles y en un tiempo determinado.
· ECONOMÍA: ahorro o aprovechamiento del dinero y de otros bienes, del trabajo, del tiempo y de cualquier otro elemento que redunde en beneficio de la sociedad.
· TRANSPARENCIA: se refiere a que los procedimientos se realicen en condiciones de legalidad y tratamiento equitativo a los participantes, otorgando información accesible y clara sobre los procedimientos de adquisición y sus resultados.
· HONRADEZ: se refiere al comportamiento responsable del administrado r público, que consiste en el cumplimiento puntual de sus obligaciones, así como el servicio oportuno y debido a los administrados


25. ¿Se aplican las leyes de salario mínimo en este sector? ¿Existe una estructura de promoción de carrera para los trabajadores del sector?

La fracción VI del apartado A) del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) , faculta a la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos para fijar éstos y, a su vez, el artículo 570 de la Ley Federal del Trabajo (LFT) establece que dichos salarios se fijarán cada año y comenzarán a regir el primero de enero del año siguiente y el artículo 90 de la misma Ley señala que el salario mínimo es la cantidad menor que debe recibir en efectivo la persona trabajadora por los servicios prestados en una jornada de trabajo.

Por otro lado el apartado B) del artículo 123 de la CPEUM, cuya ley reglamentaria es la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado (LFTSE) establece las bases para las relaciones laborales entre los Poderes de la Unión y los trabajadores; el párrafo cuarto del artículo 32 de la LFTSE estipula que en los Poderes de la Unión, los tabuladores salariales serán determinados por sus respectivos órganos competentes, de conformidad con su régimen interno y se integrarán a sus respectivos presupuestos anuales de egresos.

Se menciona lo anterior, en virtud de que el Sector Salud en México está constituido por los sectores público, social y privado; de tal manera que las disposiciones que rigen los salarios de los trabajadores son diversas.

Sobre la existencia de una estructura de promoción profesional para los trabajadores del sector, la LFTSE en su artículo 33 señala que el sueldo o salario será uniforme para cada uno de los puestos consignados en el catálogo general de puestos del Gobierno Federal y se fijará en los tabuladores regionales, quedando comprendidos en los Presupuestos de Egresos respectivos; también, en su artículo 35, que se establecerán tabuladores regionales que serán elaborados tomando en consideración el distinto costo medio de la vida en diversas zonas económicas de la República.

Adicionalmente el Título 111 de la LFTSE sienta las bases y define al escalafón, como el sistema organizado en cada dependencia , para efectuar las promociones de ascenso de los trabajadores y autorizar las permutas; establece que tienen derecho a participar en los concursos para ser ascendidos , todos los trabajadores de base con un mínimo de seis meses en la plaza del grado inmediato inferior y,  que en cada dependencia se expedirá un Reglamento de Escalafón, el cual se formulará, de común acuerdo, por el titular y el sindicato respectivo, tomando como factores escalafonarios: los conocimientos, la  aptitud,  la antigüedad, y la disciplina y puntualidad; asimismo que las vacantes se otorgarán a los trabajadores de la categoría inmediata inferior que acrediten mejores derechos en la valoración y calificación de los factores escalafonarios.

En la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público los parámetros para los estudios de mercado, sanciones y/o referencias de los contratos entre proveedores y contratistas es el salario mínimo.

E. Proceso de reforma

26. ¿Qué lecciones se han aprendido para generar impulso, mientras se minimiza la resistencia, para el cambio de sistemas de conformidad con el Artículo 19?

La noción de la discapacidad en México se ha ido modificando a través del tiempo, de acuerdo a los contextos socio históricos, así como de los compromisos internacionales que el Estado mexicano ha contraído, pasando de ver a las personas con discapacidad bajo una ideología en particular cargada de una visión biológica y médica que reforzaba las instrumentación de políticas públicas, que tenían como objetivo la institucionalización de este sector de la sociedad en particular, transitando hacía una concepción en donde el eje se encuentra en aspectos socioculturales relacionados con la idea del entorno como el factor discapacitante y, por ende, poniendo énfasis en el contexto social como un factor clave que condiciona el grado de participación de las personas con discapacidad en la vida social.

La transición de un paradigma a otro ha sido producto en gran medida por lo estipulado en artículo 19 de la CDPCD, ya que a la par de las medidas jurídicas que se han adoptado como son la reformas a la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad para garantizar "el respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones y la independencia de las personas"; la reforma a la Ley General de Salud en materia de salud mental y adicciones en donde estipula que "El consentimiento informado, que constituye el núcleo del derecho a la salud, tanto desde la perspectiva de la libertad individual como de las salvaguardas para el disfrute del mayor estándar de salud, es la conformidad expresa de una persona, manifestada por escrito, para la realización de un diagnóstico o tratamiento de salud", etc., el cambio sociocultural que se ha originado para erradicar estigmas que hasta hace poco provocaban que las personas con discapacidad no sólo fueran excluidas y/o institucionalizadas, sino también tratadas como seres humanos dependientes, sin la capacidad de tomar decisiones propias y llevar una vida autónoma.

Por lo tanto, el proceso de instrumentación del artículo 19 de la CDPCD ha sido de gran utilidad para generar leyes y políticas públicas de la mano de organizaciones civiles con el fin de garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidad y brindarles las herramientas para llevar una vida autónoma e independiente. Asimismo, ha sido un impulso para propiciar un cambio sociocultural que estimula la toma de consciencia en cuanto a las barreras físicas que impiden la integración de las personas con discapacidad en la sociedad, que busca erradicar los estigmas y actitudes discriminatorias que hasta hace poco tiempo eran normalizadas para dar paso a una sociedad más incluyente y plural.

27. ¿Tuvo una iniciativa para re-imaginar los servicios que incluye a los usuarios del servicio (por ejemplo, ¿se ha comisionado a un grupo de trabajo?).

Actualmente, existen dos propuestas para implementar un sistema de cuidados, la primera propuesta es una iniciativa de ley para crear el sistema nacional de cuidados, y la segunda es un sistema de cuidados en la Ciudad de México. Desde el 2018 se ha suscitado un debate acerca de la Estrategia Nacional de Cuidados (ENAC) en México con la finalidad de sentar las bases para impulsar una ley. La problemática del cuidado radica tanto en la distribución desigual de las tareas de cuidado y del hogar entre hombres y mujeres, el Estado y el mercado, dejando desproporcionadamente las tareas de cuidados y del hogar a las mujeres, limitando su participación en el mercado laboral, reduciendo su tiempo de esparcimiento y descanso.

El Instituto Mexicano del Seguro Social, la institución de seguridad social más grande del país presentó, en el marco del Día Internacional de las Personas con Discapacidad (3 de diciembre de 2021) una serie de programas e iniciativas a través de las cuales se promueven y promoverán buenas prácticas en la seguridad social:

Se informó que en ese año fueron capacitadas en materia de inclusión 208 mil 702 personas en las plataformas del IMSS, 170% más que en 2020; se actualizaron 80 manuales y documentos normativos con perspectiva de inclusión y se reactivaron los 35 Comités Delegacionales de Discapacidad en las Representaciones del IMSS en los estados en las que participan organizaciones civiles que representan y en las que participan personas con discapacidad.

Entre los avances que se han logrado en la institución, destaca la app IMSS Digital para Todos que brinda servicio a 2.1 millones de derechohabientes con alguna discapacidad, quienes pueden realizar 18 trámites y acceder a 30 mil elementos informativos.

Se anunció la creación de un Registro de Personas con discapacidad que permita identificar a esta población y diseñar políticas que garanticen su inclusión y el derecho a la seguridad social; y el Programa Institucional de Inclusión de Personas con Discapacidad, para establecer una política que garantice su acceso a la seguridad social con igualdad de derechos y oportunidades, mediante acciones afirmativas y sin discriminación.

Fue resaltado que el Decálogo de la Política Institucional para la Atención de Personas con Discapacidad, tiene como premisa el reconocimiento de esta población y de sus necesidades desde diversas perspectivas, con atención prioritaria:

1. Recuperar el tiempo. La transformación del IMSS se enfoca en cuidar y fomentar que las personas con discapacidad reciban trato y atención digna y de calidad.

2. Que nadie se quede fuera. Acciones que contribuyan y garanticen la atención integral a las personas con discapacidad.

3. Una casa para todas y todos. Contar con instalaciones adecuadas para las personas con discapacidad, de acuerdo a sus necesidades de accesibilidad, movilidad y comunicación.

4. De pie por su gente. El IMSS salvaguarda y promueve el derecho al trabajo y a la capacitación laboral de las personas con discapacidad.

5. No más indiferencia. El Instituto contará con un Registro Institucional de sus trabajadores y derechohabientes con discapacidad.

6. Del presente hacia un futuro entre todos. Se implementan acciones para que la discapacidad no sea una barrera en el ciclo de la vida.

7. Bienestar: salud de cuerpo y mente. Dar prioridad a la prevención y atención a la salud, de las personas con discapacidad para garantizar una salud digna.

8. Inclusión es la clave. Fortalecer estrategias en materia de inclusión a través de la vinculación con organizaciones gubernamentales, sociedad civil, empresas y la academia.

9. Primero las personas, primero los derechos. La normatividad del IMSS se armonizará con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la legislación y la normatividad nacional vigente.

10. La inclusión nos fortalece a todas y todos. Toma de decisiones con evidencia de investigación en salud y seguridad social. Los mecanismos de participación incluyen todas las voces.

Se presentó la campaña “Soy Incluyente”, que busca promover la cultura de inclusión a través de las prácticas y la toma de conciencia de acciones cotidianas que coadyuve al respeto y reconocimiento de los escenarios de este grupo poblacional.

Se destacó el papel del Centro de Capacitación y Rehabilitación para el Trabajo (CECART) que constituye una opción para la reinserción laboral, gracias a la cual 2,359 personas y se han reincorporado a un empleo. El Centro brinda el servicio también a no derechohabientes con discapacidad visual, cognitiva, auditiva, psicosocial, intelectual y física, a quienes capacitan en alguno de los talleres que ofrece el CECART.

Según sus necesidades y aptitudes, los estudiantes de este Centro son vinculados en alguno de los cinco talleres: computación (paquetería básica); electrónica y electricidad (reparación de instalaciones eléctricas e industriales, de motores y electrónica en general); servicios (agente de ventas, asistente de oficina y contable, cajero y telemarketing); carpintería y manufactura, entre otros.

El área de Salud en el Trabajo de las Unidades de Medicina Familiar del IMSS realiza una evaluación del estado de salud y el nivel de funcionalidad de la persona que tiene una discapacidad a consecuencia de un riesgo de trabajo o enfermedad general, posteriormente elabora un dictamen y canaliza al trabajador al CECART, en donde personal especializado identifica las habilidades potencia les que podrá desarrollar durante su capacitación.

Los talleres son impartidos por docentes capacitados en cada uno de los cursos que otorgan, con énfasis en educación especializada para personas con algún tipo de discapacidad; los cursos no tienen costo alguno, es suficiente con presentar el dictamen de salud en el centro laboral para ser evaluado e incorporado a las actividades que se ofrecen en este Centro.

28. ¿De qué manera solicita la opinión de las personas con discapacidad y miembros de la familia en la formulación de políticas, la supervisión de programas, la planificación estratégica, etc. (p. ej., consejos asesores nacionales, foros regionales/locales, encuestas, seminarios web, etc.)

El artículo 6° fracción VI de Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad señala que una de las facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal es promover la consulta y participación de las personas con discapacidad, personas físicas o morales y las organizaciones de la sociedad civil en la elaboración y aplicación de políticas, legislación y programas, con base en la presente ley.

Por normativa, el proceso mediante el cual se solicita la opinión de las personas con discapacidad depende de la institución que convoca, los fines y objetivos que buscan la consulta. Como primer paso, se lanza una convocatoria por parte de la institución que organizará la consulta, en ella se estipulan los requisitos que deberán cubrir las organizaciones civiles, así como los interesados en general, los motivos de la misma, los plazos para inscribirse y las autoridades que brindan legalidad a dicho proceso.

A manera de ejemplificación de este proceso, la Secretaría de Bienestar planteó llevar a cabo una Consulta Nacional para Personas con Discapacidad, en cumplimiento del artículo 4° de la CDPCD y de la LGIPCD.

De la misma forma, en los congresos legislativos se realizan ejercicios de mesas de discusión con organizaciones civiles y personas con discapacidad para conocer sus inquietudes y propuestas en temas puntuales. 

El 3 de diciembre, para conmemorar el Día Internacional de las Personas con Discapacidad, la Cámara de Senadores, así como otras instancias legislativas, realizan ejercicios de parlamento abierto para conocer las opiniones y sugerencias de las personas con discapacidad en temas de salud, educación, empleo, etc. que posteriormente son recogidas por las respectivas comisiones para después ser elementos a considerar en procesos legislativos que dan pie a la formulación de políticas públicas.

29. ¿Cuáles son los dos o tres objetivos estratégicos que tiene para mejorar la calidad, la disponibilidad y la eficacia de los servicios para las personas con discapacidades en su país?

Como ya se había señalado, en la Cámara de Diputados se está discutiendo una iniciativa de ley para crear el Sistema Nacional de Cuidados, con lo cual se busca articular los programas y servicios en materia de salud, cuidados y educación, principalmente, para crear una red integral de servicios universal, que esté enfocada a las personas con discapacidad, entre otros sectores de la población vulnerables.

Asimismo, actualmente se están realizando esfuerzos a nivel federal para poder mejorar los servicios que se ofrecen en todo el territorio, principalmente:

1. Creación del Certificado Nacional de Discapacidad: la Secretaría de Salud está en proceso de expedir una norma oficial para reglamentar el certificado nacional de discapacidad con lo cual se busca eliminar barreras burocráticas para que las PCD puedan acceder más fácilmente a los servicios que se brindan a nivel federal y estatal, así como obtener más datos que puedan servir de insumo para mejorar la calidad de los servicios de acuerdo a sus necesidades.

2. Fortalecer los servicios de rehabilitación no hospitalaria realizados a través de los Centros de Rehabilitación para atender a población con discapacidad y en riesgo potencial de presentarla, favoreciendo su inclusión educativa, laboral y social.
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